PAGE  
5

OPINIÓN N.° 020-2006/GTN

Entidad:
Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (SUNARP) 

Asunto:
Autoridad competente para aprobar las exoneraciones de procesos de selección 


Referencia:


Oficio N.º 164 -2006-SUNARP/GL
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Gerente Legal de la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (SUNARP) realiza una consulta sobre la correcta interpretación del literal b) del artículo 20º del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
 (en lo sucesivo “la Ley”). 

2. CONSULTA

SUNARP consulta lo siguiente:
Considerando el régimen legal de la SUNARP, previsto en la Ley N.º 26366, y lo dispuesto en el literal b) del artículo 20º del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante D.S. Nº 083-2004-PCM, ¿a quién correspondería aprobar las exoneraciones: a la Superintendente Nacional de los Registros Públicos o al Directorio?
3. 
ANÁLISIS
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley, la Segunda Disposición Final de su Reglamento
 (en lo sucesivo “el Reglamento”) y el procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas al sentido y alcance de las normas sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión o mención a asuntos específicos. En virtud de ello, el presente análisis será desarrollado haciendo referencia a hechos generales, y sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
3.1
En el marco de las normas sobre contratación pública, la realización de todo proceso de selección tiene por finalidad garantizar que las Entidades del Estado obtengan los bienes, servicios y obras necesarias para la atención de sus funciones esenciales, en la calidad requerida, en tiempo oportuno y a precios y costos adecuados.
Para asegurar el cumplimiento de dicha finalidad, el sistema de contratación gubernamental se basa en el principio de libre competencia. La aplicación de este principio se pone de manifiesto con la inclusión en los procedimientos de contratación de mecanismos que buscan fomentar “la más amplia, objetiva e imparcial concurrencia, pluralidad y participación de postores potenciales”
.
No obstante, existen supuestos en los cuales la realización de un proceso de selección —y, por ende, la aplicación del principio de libre competencia— no cumple función alguna, toda vez que, por razones coyunturales, económicas o de mercado, la Entidad sólo puede o debe satisfacer sus requerimientos a través de una propuesta que, a su vez, será ofrecida por un proveedor único. Dichos casos se encuentran normados en el artículo 19° de la Ley y constituyen exoneraciones a la obligación de realizar proceso de selección.

3.2
Ahora bien, la concurrencia de una exoneración habilita a las Entidades a satisfacer su necesidad de bienes, servicios u obras sin llevar a cabo el proceso de selección que precede a todo contrato, no obstante que dicha habilitación no se extiende a la realización de los actos de planificación y programación anteriores a la convocatoria de todo proceso, ni a los requisitos, condiciones, formalidades, exigencias y garantías establecidas en la Ley y el Reglamento para la suscripción y ejecución del contrato. En este sentido, aún cuando concurra alguna causal de exoneración, las Entidades se encontrarán obligadas, por ejemplo, a incluir la contratación en el Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones (PAAC), aprobar las Bases, requerir al contratista —de forma previa a la suscripción del contrato— la entrega la constancia de no estar inhabilitado para contratar con el Estado y las garantías, entre otros requisitos.


Asimismo, la decisión de acudir a una causal de exoneración queda perfeccionada luego que una Entidad emite y ejecuta determinados actos internos y de gestión, como la elaboración y emisión de los informes técnicos y legales que sustentan la exoneración y la emisión o adopción de los acuerdos o resoluciones que dispensan de realizar el proceso de selección.

En lo que respecta al instrumento que aprueba la exoneración, de acuerdo con lo establecido en el artículo 20º de la Ley, todas las exoneraciones, salvo la prevista en el literal b) del artículo 19º de la Ley, deberán ser aprobadas mediante: a) Resolución del Titular del Pliego de la Entidad; b) Acuerdo del Directorio, en el caso de las empresas a que hace referencia los literales i) y j) del numeral 2.1 del artículo 2º de la Ley; c) Acuerdo del Consejo Regional o del Consejo Municipal, en el caso de los Gobiernos Regionales o Locales. El instrumento de exoneración deberá publicarse en el Diario Oficial El Peruano
 dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a su emisión o adopción, según corresponda
.
Las Entidades efectuarán las adquisiciones o contrataciones derivadas de una exoneración en forma directa, mediante acciones inmediatas, requiriéndose invitar a un solo proveedor, cuya propuesta cumpla con las características y condiciones establecidas en las Bases, la misma que podrá ser obtenida, por cualquier medio de comunicación, incluyendo el facsímil y el correo electrónico. Los contratos que se celebren deberán cumplir con los requisitos, condiciones, formalidades, exigencias y garantías que se aplicarían de haberse llevado a cabo el proceso de selección correspondiente
.

3.3 Ahora bien, es materia de la presente consulta determinar, en el caso de la SUNARP, a quien corresponde aprobar las exoneraciones de los procesos de selección, es decir, si esta función compete a la Superintendente Nacional de los Registros Públicos o al Directorio de la Entidad.
En principio, cabe considerar que la Ley N.º 26366 crea la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (SUNARP) como un organismo descentralizado autónomo del Sector Justicia y ente rector del Sistema Nacional de Registros Públicos, dotándole de personería jurídica de Derecho Público, con patrimonio propio y autonomía funcional, jurídico registral, técnica, económica, financiera y administrativa.

Según lo señalado en el artículo 110º del Decreto Supremo N.º 019-2001-JUS, Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Justicia, la SUNARP constituye un organismo público descentralizado del Ministerio de Justicia y, en atención a lo establecido en los artículos 13º, 17º y 20º de la ley N.º 26366, constituyen órganos de la Alta Dirección de la SUNARP, el Superintendente Nacional de los Registros Públicos, el Directorio y el Consejo Consultivo.  

De lo señalado, resulta importante resaltar que, dada la normativa especial que regula su creación y organización, la SUNARP puede ser catalogada como un organismo público descentralizado, en cuya organización interna posee un Superintendente Nacional de Registros Públicos y un Directorio.

Ahora bien, respecto del tema objeto de consulta, la SUNARP menciona que, dada la redacción del literal b) del artículo 20º de la Ley, es posible adoptar dos interpretaciones distintas respecto a quién sería el funcionario u órgano competente para que, en su caso, pueda aprobar las exoneraciones de los procesos de selección. La primera interpretación llevaría a considerar que corresponde al Directorio la aprobación de las exoneraciones; la segunda interpretación llevaría a concluir que corresponde al Superintendente Nacional de los Registros Públicos asumir dicha función: 
1) La primera interpretación se sustenta en que el literal b) del artículo 20º de la Ley señala que las exoneraciones deben aprobarse mediante “Acuerdo del Directorio, en el caso de las empresas a que hace referencia los literales i) y j) del numeral 2.1 del artículo 2º de la Ley”. Considerando que el literal j) del numeral 2.1 del artículo 2º de la Ley hace referencia, a proyectos, programas, órganos desconcentrados y unidades orgánicas, funcionales, ejecutoras y/u operativas de los Poderes del Estado y organismos públicos descentralizados —como es el caso de la SUNARP—, se concluye que la SUNARP debería aprobar sus exoneraciones a través del Directorio de la Entidad.
2) La segunda interpretación se sustenta en que, el citado literal b) del artículo 20º de la Ley, hace alusión a que la aprobación por Acuerdo de Directorio sólo corresponde a las empresas mencionadas en los literales i) y j) del numeral 2.1 del artículo 2º de la Ley
, no siendo éste el caso de la SUNARP, dado que ésta no es empresa del Estado. 
Con la finalidad de establecer la línea de interpretación correcta, es necesario partir, en primera instancia, del análisis de la redacción expresa del artículo 20º de la Ley.
En ese sentido, el artículo 20º de la Ley regula el conjunto de actos internos que deben preceder a una contratación en vías de exoneración, estableciendo con precisión los niveles de autoridad que competen para el dictado del instrumento de exoneración.

Así se menciona que corresponde, por regla general, al Titular del Pliego de la Entidad
, aprobar mediante Resolución la exoneración del proceso de selección. A renglón seguido, la citada norma establece que compete al Directorio, en el caso de las empresas mencionadas en el literal i) y j) del numeral 2.1 del artículo 2 de la Ley, la adopción del acuerdo que exonere a la empresa de llevar a cabo un proceso de selección. Nótese que el citado literal hace énfasis en atribuir la potestad de aprobar las exoneraciones al Directorio por tratarse de empresas del Estado. En este sentido, de la redacción de la norma queda claro que la potestad de aprobar las exoneraciones compete al Directorio, sólo cuando se trate de empresas del Estado.
De otro lado, cabe precisar que las normas de contrataciones y adquisiciones del Estado guardan correspondencia sistemática entre sí, por lo cual no puede interpretarse en sentido literal una norma establecida en la Ley o su Reglamento sin soslayar el significado que tiene la misma en el contexto de todas las demás normas vigentes del sistema.

En este sentido, cabe precisar que el numeral 1) del artículo 2º del Reglamento, atribuye la calidad de Titular de la Entidad al Directorio de las Empresas del Estado, considerando la significación de las responsabilidades que asume el mencionado órgano dentro de la gestión de la empresa —principalmente en materia presupuestaria— dándolo un tratamiento similar al que tiene el Titular de la Entidad, dentro de cualquier institución pública.
Siguiendo la misma lógica, el literal b) del artículo 20º de la Ley persigue atribuir la potestad de aprobar las exoneraciones al Directorio de las empresas del Estado, en la medida que dicho órgano es considerado, en relación con su importancia y responsabilidad, equivalente al de “Titular de la Entidad”. 

En virtud de ello, el literal b) del artículo 20º de la Ley sólo sería de aplicación para el caso de empresas del Estado, cuando éstas decidan exonerarse de llevar a cabo un proceso de selección, mas no para otras instituciones públicas, aún cuando éstas tengan la particularidad de incluir dentro de su organización interna a un órgano denominado “Directorio”. 

Siendo esto así, en las demás instituciones públicas, incluyendo a la SUNARP, corresponderá al funcionario que asuma la calidad de “Titular de la Entidad”
 la responsabilidad de aprobar las exoneraciones del proceso de selección
.

4. 
CONCLUSIÓN
En el caso de la SUNARP, corresponde aprobar las exoneraciones de los procesos de selección, al funcionario que asuma la calidad de “Titular de la Entidad”, en los términos establecido en el numeral 1) del artículo 2º del Reglamento, y no al Directorio. 

Jesús María, 16 de marzo de 2006
VVS/.

� Aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM. 





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM.





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 127-2002-PCM.





� El principio de libre competencia se encuentra regulado en el Numeral 2 del artículo 3º del Reglamento.





� Excepto en los casos a que se refiere el inciso b) y d) del artículo 19º de la Ley; es decir, para contratar servicios públicos sujetos a tarifas cuando éstas sean únicas, y para las exoneraciones con carácter de secreto, secreto militar o de orden interno por parte de las Fuerzas Armadas, Policía Nacional y Organismos conformantes del Sistema de Inteligencia Nacional.





� Artículo 147º del Reglamento.





� Artículo 148º del Reglamento.


� De la lectura de los literales i) y j) del numeral 2.1 de la Ley, sólo encontramos enumeradas a instituciones de naturaleza empresarial en el literal i), tal es así que en él se menciona a “las empresas del Estado de derecho público o privado, ya sean de propiedad del Gobierno Nacional, Regional o Local; las empresas mixtas en las cuales el control de las decisiones de los órganos de gestión esté en manos del Estado”.





� Sobre este extremo, cabe precisar que este Consejo Superior, en anteriores oportunidades, ha establecido como lineamiento ha seguir por las instituciones regidas bajo la Ley y el Reglamento, que el “Titular del Pliego de la Entidad” es el equivalente al “Titular de la Entidad”, categoría definida en el artículo 2º del Reglamento. Pueden consultarse las Opiniones N.º 129 - 2005/GTN y N.º 132 - 2005/GTN.


� El numeral 1) del artículo 2º del Reglamento menciona que el “Titular de la Entidad” (tanto en el caso de las Entidades que constituyen pliego presupuestal como en el caso de las Entidades de Tratamiento Empresarial), es la más alta autoridad ejecutiva de la Entidad, de conformidad con la normativa presupuestaria pertinente, y ejerce las funciones previstas en la Ley el Reglamento para la aprobación, autorización y supervisión de los procesos de adquisiciones y contrataciones.





 � Excepción aparte se da en el caso de los Gobiernos Regionales y locales, donde corresponde al Consejo Regional o Consejo Municipal, respectivamente, aprobar las exoneraciones, según lo señalado en el literal c) del artículo 20º de la Ley. 





